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Respetable señora Torres:

Me refiero a su atento escrito de impugnación, recibido el 22 de mayo de 1997 en
esta Comisión Nacional, a través del cual manifestó su inconformidad con la
resolución definitiva emitida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de
México, en virtud de que no estudió correctamente su asunto, ya que ese
Organismo Local le comunicó por oficio 2961/97-2 del 29 de abril de 1997, que no
se habían  apreciado violaciones a sus Derechos Humanos, por parte de servidores
públicos adscritos a la Procuraduría General de Justicia y al Sistema Municipal del
Desarrollo Integral de la Familia en Tultitlán, de dicha entidad federativa.

En atención a su asunto, mediante el oficio 18334 del 10 de junio de 1997, esta
Comisión Nacional solicitó al M. en D. Miguel Ángel Contreras Nieto, Presidente de
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, un informe detallado y
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completo sobre los actos constitutivos del recurso y copia del expediente
CODHEM/564/97-2. Por medio del ocurso 6456/97-2 del 22 de junio del presente
año, el referido organismo local rindió el informe solicitado, al cual anexó copia de
diversa documentación, de la que destaca:

• El 7 de febrero de 1997 usted envió escrito de queja a este Organismo
Nacional, mismo que por oficio 5201 del 21 de febrero del año en curso
se remitió al Órgano Local Protector de Derechos Humanos, por
conducto del cual expresó que, sin precisar fecha, acudió ante la
Agencia del Ministerio Público de Cuautitlán de Romero Rubio, Estado
de México, para presentar denuncia por probables hechos constitutivos
de delito en contra del señor José Alfredo González, cometidos en
agravio de su menor hija Laura Graciela Trujillo Torres, lo que dio origen
a la averiguación previa CUA/II/139/96, radicada en la mesa de trámite
dos, donde a decir de usted, le indicaron que investigara el paradero
de su hija.

• Asimismo, refirió que no encontró apoyo en el Sistema para el
Desarrollo Integral de la Familia en el Estado de México, a fin de
incorporar a su hija Laura Graciela Trujillo y nieta a su hogar.

Con motivo de los hechos expuestos la Comisión de Derechos Humanos del Estado
de México, se avocó a la investigación de su asunto y después de hacer un estudio
de la información obtenida por oficio 2961/97-2 le comunicó que su caso se
concluía, toda vez que no apreciaron violaciones a sus derechos humanos ni de su
menor hija por autoridad alguna, con fundamento en el artículo 90, fracción II del
Reglamento que la rige, el cual a la letra dice:

‘‘Articulo 90. Los expedientes de queja que hubieran sido abiertos, podrán ser
concluidos por cualquiera de las causas siguientes:

II. Cuando por no tratarse de violaciones a derechos humanos, se oriente
jurídicamente al quejoso.

• En dicha orientación, se le refirió que reuniera los elementos suficientes
para acreditar los hechos que denunció ante el Agente del Ministerio
Público investigador de la Procuraduría General de Justicia del Estado
de México; asimismo, presentara a su hija ante el Sistema Municipal
del Desarrollo Integral de la Familia en Tultitlán, de dicha entidad
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federativa, para el efecto de que le realicen los estudios
correspondientes para determinar su capacidad para educar a su nieta.

Ahora bien, una vez valoradas las manifestaciones contenidas en la presente
inconformidad, y la documentación que a ella anexó, esta Comisión Nacional
considera que la instancia debe desestimarse, en virtud de que no se apreciaron
violaciones a sus Derechos Humanos cometidas por servidor público alguno por lo
siguiente:

• Si bien es cierto, que usted acudió ante el Representante Social del
fuero común para denunciar hechos posibles de delito en contra del
señor José Alfredo Torres González, de aproximadamente 30 años de
edad, que a decir de usted, es adicto a las drogas y tiene a su hija y
nieta viviendo a la fuerza en su casa, también lo es que de las
investigaciones que realizó el agente del Ministerio Público no contó
con elementos que pudieran constatar su dicho, ya que la señora Laura
Graciela Trujillo y su infante acuden a visitarla, es decir, tiene la libertad
de entrar y salir del domicilio del señor José Alfredo Torres.

• Por otra parte, el 13 de agosto y 11 de septiembre de 1996, el
mencionado servidor público le envió citatorios a fin de que
compareciera con su hija ante esa oficina, para efecto de que usted
ampliara su declaración y ésta manifestara si es o no su voluntad vivir
con el señor José Alfredo González, con quien procreó una hija, o bien
algún otro aspecto que fuera motivo de delito, sin que acudieran, razón
por la cual el 14 de marzo de 1997, dentro de la averiguación previa
CUA/II/139/96 dictó ponencia de reserva, con fundamento en el artículo
124 del Código de Procedimientos Penales del Estado de México, hasta
en tanto usted no se presentara o se contaran con mayores elementos
a fin de determinar el curso que se le daría al caso.

• En cuanto a la actuación del Sistema Municipal para la Integración de
la Familia, esa institución le sugirió que acudiera con su hija Laura
Graciela Trujillo Torres para practicarle varios estudios y análisis
clínicos, a fin de demostrar su dependencia a los tóxicos, con el objeto
de solicitar su incapacidad legal para educar a su nieta y estar en
posibilidad de integrarla a su hogar. Ahora bien, es necesario aclarar
que dicha petición se derivó de la entrevista que sostuvo con usted
personal de dicha dependencia.
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En virtud de lo antes expuesto, debe señalarse que el recurso de impugnación sólo
procede contra resoluciones definitivas, incumplimiento de recomendaciones y
contra acuerdos que emitan los organismos estatales cuando se violen
ostensiblemente los derechos de los quejosos, lo cual no ocurrió en el caso que
nos ocupa, toda vez que fueron correctos los pronunciamientos de la Comisión de
Derechos Humanos del Estado de México. 

Por ello, esta Comisión Nacional considera que la instancia debe desecharse por
ser notoriamente improcedente. Al respecto, cabe destacar el texto del artículo 61
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos el cual establece:

‘‘Artículo 61. El recurso de impugnación procederá exclusivamente ante la
Comisión Nacional y contra las resoluciones definitivas de los organismos
estatales de Derechos Humanos o respecto de las informaciones también
definitivas de las autoridades locales sobre el cumplimiento de las
Recomendaciones emitidas por los citados organismos. Excepcionalmente
podrán impugnarse los acuerdos de los propios organismos estatales
cuando, a juicio de la Comisión Nacional se violen ostensiblemente los
derechos de los quejosos o denunciantes en los procedimientos seguidos
ante los citados organismos, y los derechos deban protegerse de inmediato.

No obstante, este Organismo queda a sus órdenes para brindarle la atención que
se merece, de así requerirlo en lo futuro.

Sin otro particular, expreso a usted las muestras de mi atenta consideración.

EL PRIMER VISITADOR GENERAL
LIC. MARIO I. ÁLVAREZ LEDESMA

(Rúbrica)

c.c.p. Dra. Mireille Roccatti. Presidenta de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

c.c.p. Dr. Miguel Ángel Contreras Nieto. Presidente de la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de México.

c.c.p. Expediente.
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